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PROCURADURIA

GENERAL DE LA NACION





Señores.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL BOGOTA D.C.
E. S. D. 
ASUNTO.     ALEGATOS COMO NO RECURRENTE FRENTE A      SUSTENTACION RECURSO DE APELACION CONTRA SENTENCIA PRIMERA INSTANCIA
RADICADO.  057906100194201180172 N.I. 2014-00017 

PROCESADO. ALVARO JAVIER FERNANDEZ VELASQUEZ

Actuando en representación del Ministerio Público y en ejercicio de las facultades constitucionales y legales, en especial las otorgadas por el art. 277 de la Constitución Política de Colombia, ante su Despacho, me permito manifestarle que encontrándome dentro del término legal previsto para tal fin, a través del presente escrito presento ALEGATOS COMO SUJETO NO RECURRENTE dentro del trámite de sustentación del recurso de Apelación interpuesto por el Representante de la defensa técnica en contra del FALLO CONDENATORIO DE PRIMERA INSTANCIA  proferido el pasado 30 de junio de 2020 por la señora JUEZ Décimo (10) Penal del Circuito Especializado Proyecto OIT de Bogotá por medio de la cual DECLARÓ LA PRECLUSION DE LA ACCION PENAL respecto de del delito de FABRICACION, TRAFICO, PORTE O TENENCIA DE ARMAS DE FUEGO, ACCESORIOS PARTES O MUNICIONES a favor del señor ALVARO JAVIER FERNANDEZ VELASQUEZ, lo ABSOLVIÓ por el delito de ACTOS DE TERRORISMO y DEPORTACION, EXPULSION, TRASLADO O DESPLAZAMIENTO DE POBLACION CIVIL, y lo CONDENÓ a la pena principal de CUATROCIENTOS NOVENTA MESES (490) DE PRISION Y MULTA DE DOSMIL SESCIENTOS SESENTA Y SEIS PUNTO SEIS (2666.6) SALARIOS MINIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES e INHABILITACION PARA EL EJERCICIO DE DERECHOS Y FUNCIONES PUBLICAS DE DICISEIS AÑOS por el delito de HOMICIDIO EN PERSONA PROTEGIDA, de conformidad con las siguientes:

CONSIDERACIONES
Dentro del término establecido para sustentar el recurso de alzada interpuesto por la Representante de la Defensa del acá condenado, se presentó un escrito en virtud del cual se pretendió exponer los argumentos que atacaban los fundamentos expuestos ampliamente por el Juzgado de Primera Instancia en su proveído, empero y respetando el esfuerzo del señor recurrente a juicio de esta representante de la sociedad y teniendo en cuenta la argumentación expuesta, solicito desde este mismo momento al A-quem, que al momento de desatar el recurso, la decisión del mismo sea la ratificación y NO REVOCAR el fallo en mención y por lo tanto dejar incólume la decisión tomada por el juzgado de primera instancia con las consecuencias jurídicas esbozadas en la decisión judicial. 
Examinando el escrito de recurrencia, el honorable representante de la defensa basa su inconformidad en dos puntos específicos, el primero de ellos entendiendo que existe dentro del análisis procesal una tipificación equivocada, es decir, que si bien acepta la materialidad del hecho (situación que evidentemente no puede ser desconocida, incluso fue acordada a través de estipulaciones procesales), señala que la conducta frente a la cual obro la decisión judicial no tiene las condiciones para que se pueda encuadrar dentro del tipo penal de HOMICIDIO EN PERSONA PROTEGIDA, como quiera que la Fiscalía no probo más allá de toda duda que dicha muerte se diera con ocasión y en desarrollo del conflicto armado, requisito que exige el Articulo 135 del C.P. en concordancia con el Articulo 10 del C.P. específicamente indica la recurrencia que para poder tipificar dicho delito y obtener una condena se deben apreciar los principios de distinción, proporcionalidad y necesidad, realizando especificamete una argumentación sobre el principio de distinción, sobre el cual recae el señalamiento de no cumplirse en el caso examinado y por lo tanto no tipificar la conducta según la acusación inicial.
En  un primer momento esta representante del ministerio publico debe señalar que le genera una especial extrañeza que este argumento, lo referente a la tipicidad, se traiga a colación en este momento procesal, si bien es cierto este proceso seguido en contra  del señor FERNANDEZ VELASQUEZ JAVIER se caracterizó por que la bancada de la defensa tuvieses múltiples representantes a través del camino procesal, es decir, el abogado recurrente no estuvo en todo el camino procesal, lo que si es cierto es que  la actividad  procesal debe ser analizada como un todo sin indicar cuales fueron los togados que específicamente actuaron en cada etapa procesal. Lo anterior toda vez que la defensa material nunca esbozo este nuevo argumento, el de la tipicidad, en las etapas procesales correspondientes.
Indica la norma jurídica ley 906 de 2004, Código de Procedimiento Penal, estatuto rector por medio del cual se llevó el trámite procesal, en su artículo 339 sobre la audiencia de acusación, ¨...abierta por el juez la audiencia, ordenará el traslado del escrito de acusación a las demás partes; concederá la palabra a la Fiscalía, Ministerio Público y defensa para que expresen oralmente las causales de incompetencia, impedimentos, recusaciones, nulidades, si las hubiere, y las observaciones sobre el escrito de acusación...´
Observa esta representante de la sociedad que el pasado y ya lejano 3 de julio de 2014 se realizo en este caso la audiencia de acusación en la cual el ente fiscal realizo la lectura del escrito de acusación donde se establecieron los delitos que fueron juzgados, en ese momento procesal la tipificación realizada por el ente persecutor contenía la conducta de HOMICIDIO EN PERSONA PROTEGIDA, como delito para ser llevado a juicio al ciudadano FERNANDEZ VELASQUEZ, sin que en ese momento el representante de la defensa expusiese algún motivo factico o jurídico para que la tipificación fuese al menos debatida, eras ese y no otro el momento en el cual se debía indicar por parte d la defensa técnica del acá acusado acerca del tipo penal, es decir, vencida ampliamente esa etapa no entiende esta parte procesal, como se solicita  debatir un principio del proceso en este momento procesal. 
Por si fuera lo anterior poco, debe señalar esta parte procesal que la defensa técnica tampoco indico nada en lo referente a la tipicidad en las alegaciones finales en el tramite del juicio oral, en dicho momento el representante de los intereses jurídicos del acá procesado no indico nada en relación al argumento que hoy nos ocupa y por consiguiente el A-quo en su decisión judicial no se pronuncio frente a lo que en este momento se solicita, sea debatido en el recurso de apelación de la sentencia condenatoria.
Ahora bien, indicado lo anterior y frente a la solicitud de la recurrencia debe manifestar el ministerio publico que frente a la tipicidad de HOMICIDIO EN PERSONA PROTEGIDA, el tipo penal tiene un ingrediente normativo en relación al conflicto armado, recordemos que el derecho Internacional Humanitario se define como el conjunto normativo de carácter supra-estatal, que tiene por objeto humanizar los conflictos armados, limitar el uso de la violencia, regular la conducción de las hostilidades, salvaguardar y proteger a las personas que no participan directamente en los hostilidades y a los militares o combatientes que hayan quedado heridos, enfermos, náufragos o prisioneros de guerra. También protege ciertos bienes que pueden resultar afectados con el conflicto.
Este ordenamiento jurídico está comprendido por los Cuatro Convenios de Ginebra del 12 de Agosto de 1949, el Protocolo I relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales y el Protocolo II relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional. 
El Estado colombiano es parte de los cuatro Convenios de Ginebra de 1949, aprobados mediante la Ley 5 de 1960, y vigentes desde el 8 de mayo de 1962. Igualmente mediante la Ley 11 de 1992 ratificó el Protocolo I Adicional, y mediante la ley 171 de 1994 el protocolo adicional II, este último con vigencia desde 15 de febrero de 1996.
El protocolo adicional II desarrolla y complementa el Artículo Tercero Común a los cuatro Convenios de Ginebra, establece como objeto de protección a todas las personas que no participan directamente en las hostilidades y a la par describe los elementos propios de un conflicto armado interno.
El artículo 1 de este instrumento, señala como objeto de protección a las víctimas de los conflictos armados no internacionales que se desarrollen en el territorio de una alta parte contratante, entre sus fuerzas armadas y fuerzas armadas disidentes o grupos armados organizados que bajo la dirección de un mando responsable, ejerzan sobre una parte de dicho territorio un control que les permita realizar operaciones militares sostenidas y concertadas; Se concluye de esta normativa los elementos que debe contener el conflicto armado de carácter interno.
Para el caso concreto, podemos señalar que el día 10 de agosto de 2011  aproximadamente a la una y treinta (1:30) de la tarde, cuando la profesora MARÍA EUGENIA ARANGO ZAPATA se desplazaba como pasajera en un moto-taxi, en el corregimiento de PUERTO ANTIOQUIA,  municipio de TARAZA, a la altura del kilómetro 3, sector de la mina “EL CATUCO” fue interceptada por dos sujetos, quienes procedieron a asesinarla, dichos hechos fueron cometidos por miembros de una banda criminal denominada “LOS PAISAS” de la cual se puede asegurar, según las pruebas debatidas en juicio, hacia parte el señor ALVARO JAVIER FERNANDEZ VELASQUEZ . 
Igualmente se debe señalar del tipo penal HOMICIDIO EN PERSONA PROTEGIDA  el ingrediente normativo de la muerte con ocasión y en desarrollo del conflicto armado, indica este estatuto normativo que además de acreditarse en el proceso la existencia de los elementos de un conflicto armado interno, resulta necesario que el homicidio investigado se haya presentado “con ocasión y en desarrollo” de ese conflicto, es decir que este probada la conexión entre el homicidio y el contexto de violencia organizada que supone el conflicto armado.
Para el asunto en cuestión, se encuentra demostrada la existencia del vínculo causal entre el homicidio y el conflicto armado como quiera que el hecho ilícito se presentó en el marco geográfico y temporal del conflicto armado Colombiano protagonizado entro otros por el grupo autodenominado LOS PAISAS, además existió una conexión medial que no necesariamente significa que fue la causa última de la comisión de la conducta si no que jugó un papel sustancial en la decisión de los autores al realizarla o en la manera como se eligió ejecutarla.
La Corte Constitucional con Sentencia C - 291 de 2007, Magistrado Ponente doctor MANUEL JOSE CEPEDA señaló unas pautas para establecer bajo qué circunstancias un hecho puede ser cobijado por las normas del Derecho Internacional Humanitario, al respecto preciso:
“… En términos materiales, para que un determinado hecho o situación que ha ocurrido en un lugar en el que no se han desarrollado los combates armados quede cubierto bajo el ámbito de aplicación del Derecho Internacional Humanitario, es necesario que tal hecho o situación guarde una relación cercana y suficiente con el desarrollo del conflicto…Así, no todos los hechos ilícitos que ocurren durante un conflicto armado se someten al derecho internacional humanitario; “solo aquellos actos suficientemente relacionados con el desarrollo de las hostilidades están sujetos a la aplicación de este derecho.(…) Es necesario concluir que el acto, que bien podría ser cometido en ausencia de un conflicto, fue perpetrado contra la víctima o víctimas afectadas por razón del conflicto en cuestión”…La jurisprudencia internacional ha proporcionado distintos criterios para determinar la existencia de un nexo cercano entre un determinado hecho o situación y el conflicto armado internacional o interno en el que ha tenido lugar; así, ha señalado que tal relación cercana existe “en la medida en que el crimen sea moldeado por o dependiente del ambiente en el que se ha cometido –v.g. el conflicto armado-…Al determinar la existencia de dicha relación las cortes internacionales han tomado en cuenta factores tales como la calidad de combatiente del perpetrador, la calidad de no combatiente de la víctima, el hecho de que la víctima sea miembro del bando opuesto, el hecho de que el acto pueda ser visto como un medio para lograr los fines últimos de una campaña militar, o el hecho de que el acto haya sido cometido como parte de los deberes oficiales del perpetrador, o en el contexto de dichos deberes...También ha precisado la jurisprudencia, en casos de comisión de crímenes de guerra, que es suficiente establecer que “el perpetrador actuó en desarrollo o bajo la apariencia del conflicto armado”…, y que “el conflicto no debe necesariamente haber sido la causa de la comisión del crimen, sino que la existencia del conflicto debe haber jugado, como mínimo, una parte sustancial en la capacidad del perpetrador para cometerlo, en su decisión de cometerlo, en la manera en que fue cometido o en el objetivo para el que se cometió”. 
En este proceso se acreditó que fueron los integrantes de la banda LOS PAISAS, quienes en el ejercicio del control territorial incursionaron en el sitio relacionado constantemente cuando se describen los hechos  el día 10 de agosto de 2011 dando muerte a la educadora MARIA EUGENIA ARANGO ZAPATA .
Ahora bien, en lo concerniente a la vulneración de bien jurídico protegido por el derecho Internacional humanitario, se observa que dentro de la actuación procesal no existe prueba que corrobore que la educadora hubiera pertenecido a algún grupo rebelde, y en el evento que así hubiera sido la hoy victima no estaba en una conflagración con el grupo oponente, lo que resulta evidente es que esta ciudadana era un civil, perteneciente a la comunidad de TARAZA y que adicionalmente se desempeñaba como docente. Razón por la cual se hace acreedora a la calidad de personas protegida por el derecho internacional humanitario, luego el reproche se funda en que las personas civiles no tenían por qué ser víctimas de los grupos que tienen un permanente conflicto armado.
Así las cosas señores Honorable Magistrados no le asiste razón a la recurrencia que intenta de una manera fácil desligar el principio de distinción en estos hechos en relación a la punibilidad del delito de HOMICIDIO EN PERSONA PROTEGIDA ya que como queda  demostrado que en este hecho, mas allá de la discusión del momento procesal, esta enmarcado por las normas internacionales que rigen en nuestro país, por lo tanto no es aceptable el reproche que a través de la recurrencia pretende hacer el representante legal del condenado.
En un segundo aspecto, el recurrente indica su descontento con el fallo señalando que el A-quo al momento de valorar las pruebas practicadas en juicio le otorgo absoluta credibilidad a testimonios de referencia, indico adicionalmente que solo se tuvo para la condena prueba indirecta, situación que específicamente prohíbe ordenamiento procesal.
Frente a esta argumentación debe indicar esta actora que no le asiste razón al recurrente en dicha aseveración, si algo caracteriza la sentencia sujeta de la alzada es el amplio análisis en materia probatoria que realizo el despacho de primera instancia para determinar la responsabilidad de ALVARO JAVIER FERNANDEZ VELASQUEZ como responsable del delito por el cual fue llevado a juicio.
Por el contrario del dicho del recurrente, la decisión a la cual llego  el fallador de primera instancia es producto del amplio material probatorio practicado en juicio oral que llevo a desvirtuar la presunción de inocencia  del acá condenado, no le asiste razón al recurrente cuando afirma que la condena fue objeto de valorar prueba indirecta,  por el contrario existe en la actuación testimonios como el de FROILAN GIL TAPIAS que distan de ser un testimonio indirecto, por el contrario y  en consecuencia con lo establecido por el operador jurídico de primera instancia en su decisión judicial se le debe otorgar credibilidad y junto con las demás pruebas practicadas llevar a la conclusión que el acá procesado  es responsable del delito imputado, tal como lo indico la sentencia.
Ahora, frente a la prueba referencia que afirma el togado fue la que se tuvo en cuenta para la condena de FERNANDEZ VELASQUEZ se debe indicar que frente al testimonio de JOHN MARIO VARGAS MORENO, testimonio objeto del reproche,  se trata de un testigo de referencia de segundo grado, como quiera que sostiene en su declaración que lo narrado lo escuchó directamente de una persona que tuvo conocimiento inmediato de los hechos, en este caso el propio acusado.
Del testimonio de VARGAS MORENO quien fue asesinado antes de comparecer al juicio oral se debe manifestar que según el articulo Artículo  438 del ordenamiento adjetivo penal este testimonio debe ser valorado toda vez que se encuentra dentro de los establecido en el literal H, es decir, esta inmerso dentro de las características que la ley le otorga a un testimonio para ser tenido como una prueba de referencia.
ahora bien, es cierto que frente a la prueba de referencia se ha indicada tanto doctrinal como a través de la jurisprudencia que la eficacia es limitada, puesto que prohíbe condenar con fundamento exclusivamente en este material probatorio, siendo necesario que existan otros medios de naturaleza distinta que la complementen, y que su valoración conjunta permita llegar a la convicción racional de que el hecho delictivo ocurrió y que el procesado es responsable.
En el caso en concreto que nos ocupa, este postulado esta absolutamente comprobado como quiera que la valoración del testimonio de referencia esta acompañada de un sin numero de pruebas practicadas dentro del juicio que soportan la condena por el delito de HOMICIDIO EN PERSONA PROTEGIDA, adicionando ademas que el escrito de recurrencia carece de señalar cual es exactamente la inconformidad de la defensa con respecto a la valoración del A-quo.
En conclusión debe señalar esta representante de la sociedad que en un orden inicial no comparte bajo ninguna perspectiva el análisis de la concurrencia defensiva, adicionalmente expresa que se encuentra en conformidad con la sentencia recurrida y por consiguiente no existe otro camino procesal que una vez se desate la recurrencia esta sea en el sentido de confirmar en su totalidad la sentencia del pasado 30 de junio 2020.
RESPETUOSA PETICIÒN
Con base en los hechos narrados, las consideraciones expuestas y el derecho que me asiste como parte procesal, le solicito respetuosamente al Juez Colegiado CONFIRME la Sentencia calendada el día 30 de junio de 2020, por la señora JUEZ Décima (10) Penal del Circuito Especializado Proyecto OIT de Bogotá por medio de la cual DECLARÓ LA PRECLUSION DE LA ACCION PENAL respecto de del delito de FABRICACION, TRAFICO, PORTE O TENENCIA DE ARMAS DE FUEGO, ACCESORIOS PARTES O MUNICIONES a favor del señor ALVARO JAVIER FERNANDEZ VELASQUEZ, lo ABSOLVIÓ por los delitos de ACTOS DE TERRORISMO y DEPORTACION, EXPULSION, TRASLADO O DESPLAZAMIENTO DE POBLACION CIVIL, y lo CONDENÓ a la pena principal de CUATROCIENTOS NOVENTA MESES (490) DE PRISION Y MULTA DE DOSMIL SESCIENTOS SESENTA Y SEIS PUNTO SEIS (2666.6) SALARIOS MINIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES e INHABILITACION PARA EL EJERCICIO DE DERECHOS Y FUNCIONES PUBLICAS DE DICISEIS AÑOS por el delito de HOMICIDIO EN PERSONA PROTEGIDA.
Sin otro particular, me suscribo de Ud.,
Atentamente, 


(original firmado)
MARLENY MONTOYA MOGOLLON
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